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Santiago, diecisiete de agosto de dos mil doce.


Vistos:


En estos autos rol N° 22854-2007, seguidos ante el Vigésimo Séptimo Juzgado Civil de Santiago, sobre juicio ordinario de cobro de pesos, caratulados “Fisco de Chile con GTD Teleductos S.A.”, por sentencia escrita a fojas 28 de diecisiete de noviembre de dos mil nueve se rechazó el incidente de abandono del procedimiento solicitado en la presentación de fojas 17.  

La demandada interpuso recurso de apelación en contra de dicho fallo y una Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago, por resolución de tres de septiembre de dos mil diez, escrita a fojas 96, revocó aquella de primer grado y declaró el abandono del procedimiento.  

En contra de esta última sentencia, la actora interpone recurso de casación en el fondo. 

Se trajeron los autos en relación.  

CONSIDERANDO:

PRIMERO: Que, en primer lugar, la recurrente sostiene en su libelo de nulidad sustancial que la sentencia impugnada ha infringido el artículo 152 del Código de Procedimiento Civil, por cuanto no concurre el presupuesto exigido por el precepto en orden a que el impulso procesal hubiera sido de cargo de las partes.

A continuación, asevera que el fallo recurrido contraviene el artículo 318  del mismo cuerpo legal por falta de aplicación, ya que dicha norma coloca de cargo del juez la iniciativa de recibir la causa a prueba, sobre todo si el demandante había solicitado que se dictara esa resolución. Indica que encontrándose el proceso en estado de recibir la causa a prueba, las partes no tenían el impulso procesal.  

SEGUNDO: Que para una adecuada resolución del asunto, resulta conveniente dejar debida constancia de los siguientes antecedentes del proceso: 

a) Con fecha 13 de abril de dos mil nueve, a fojas  9, el tribunal resolvió “autos” a la solicitud de recibir la causa a prueba.

b) El 20 de octubre de dos mil nueve la parte demandada solicitó el abandono del procedimiento. El Tribunal dispuso el traslado de dicha petición y su notificación por cédula, el que fue evacuado por la actora.

c) El tribunal de primera instancia para desestimar la incidencia consideró que con fecha 13 de abril de dos mil nueve había resuelto “autos” a la solicitud de dictar la interlocutoria de prueba, por lo que el impulso procesal para la activación de la litis con arreglo a lo dispuesto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil recaía exclusivamente en el tribunal y en caso alguno en las partes, al tener, atendida la etapa procesal, la obligación de examinar por sí mismo los autos y recibir la causa a prueba, si se estima que hay o puede haber controversia sobre algún hecho sustancial y pertinente en el juicio.

d) Por el contrario, el tribunal de alzada para acoger la incidencia de que se trata afirmó que concurrió el presupuesto fáctico del lapso de seis meses contados desde que se dictó la última resolución útil para dar curso progresivo al procedimiento, señalando además que la inactividad del tribunal no justifica aquella en que incurrió la parte interesada durante dicho lapso de tiempo. 

TERCERO: Que el abandono del procedimiento es una institución de carácter procesal que tiene lugar cuando todas las partes que figuran en el juicio han cesado en su prosecución durante el tiempo que la ley señala. Constituye una sanción para el litigante que por su negligencia, inercia o inactividad, detiene el curso del pleito, impidiendo con su paralización que éste tenga la pronta y eficaz resolución que le corresponde; y una vez declarado el abandono y por efecto del mismo, las partes pierden el derecho de continuar el procedimiento abandonado y de hacerlo valer en un nuevo juicio, aunque no se extinguen sus acciones y excepciones y subsisten con todo su valor los actos y contratos de que resulten derechos definitivamente constituidos.

En el análisis de la expresión "cesación" de las partes en la prosecución del juicio, la doctrina la asimila al silencio en la relación jurídica, a la inactividad de las partes, motivado por su desinterés por llegar a obtener una decisión de los tribunales respecto del conflicto sometido a su conocimiento. Sin embargo, tal pasividad debe ser culpable, esto es, advirtiendo y aceptando las consecuencias perjudiciales que pudieran derivarse de su desidia, no obstante lo cual nada se hace por activar el procedimiento. En este caso el comportamiento es voluntariamente de omisión, pudiendo la parte interesada "el demandante" representarse o no el resultado perjudicial, confiando en que éste no se producirá o aceptándolo.  

En este mismo sentido se solicita que, en tales condiciones, la parte esté en condiciones de interrumpir efectivamente esta suspensión en la tramitación del procedimiento o de verificar que ya realizó todo lo que la ley le requiere para dejarlo en condiciones de que el conflicto sea decidido por el órgano jurisdiccional.

Así, debe estar en situación de sacar de la inactividad el procedimiento e impulsarlo a su término por medio de actuaciones útiles a tal fin, de lo contrario no se observa necesidad que persevere en la repetición de presentaciones que en nada conducirán a su término. "Podemos afirmar que se habrá cesado en la tramitación del juicio cuando, existiendo la posibilidad de que las partes del proceso realicen actos procesales útiles a la prosecución del mismo, omiten toda gestión o actuaciones tendientes a preparar los elementos que permiten llegar al estado de sentencia. Por consiguiente, sólo cabe decir que todas las partes de un juicio han cesado en su prosecución, cuando teniendo los medios conducentes a instar por la terminación del pleito se niegan a utilizarlos, sea por negligencia u otra causa dependiente de su voluntad" (Del Abandono del Proceso, Alma Wilson Gallardo, página 20, Editorial Jurídica de Chile).

CUARTO: Que de lo expuesto en los dos motivos que preceden se desprende con claridad que la esencia del problema planteado radica en determinar si puede o no considerarse abandonado un procedimiento en que el Tribunal quedó expresamente en resolver la petición de que se reciba la causa a prueba hecha por la demandante.

QUINTO: Que, según se dijo precedentemente, el 13 de abril de 2009 el Tribunal quedó en resolver la petición hecha por el actor, en orden a recibir la causa a prueba.

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil, concluido los trámites que deben preceder a la prueba, el tribunal examinará por sí mismo los autos y si estima que hay o puede haber controversia sobre algún hecho sustancial y pertinente en el juicio, recibirá la causa a prueba. 

SEXTO: Que el procedimiento civil, se ha sostenido, reposa sobre el principio de la pasividad, consagrado en el artículo 10 del Código Orgánico de Tribunales, de acuerdo al cual los tribunales no podrán ejercer su ministerio sino a petición de parte, salvo los casos en que la ley los faculte para proceder de oficio. Esta norma entrega a las partes la iniciación, la dirección, el impuso procesal, tanto en lo relativo al curso del juicio, como a la prueba, los recursos e incluso en su terminación, pues mantienen siempre la titularidad de la acción, lo que las faculta para disponer del derecho controvertido.  

Teniendo en consideración que la inestabilidad en las relaciones jurídicas debe extenderse el menor tiempo posible y que la existencia de juicios inconclusos no ayuda a tal propósito, el Mensaje con que el Ejecutivo envía al Parlamento el Código de Procedimiento Civil señala que "en las leyes de procedimiento se hace preciso conciliar el interés de los litigantes, que exige una pronta solución de los pleitos, y el interés de la justicia, que requiere una concienzuda y acertada apreciación del derecho sobre que debe recaer el fallo. En obedecimiento a este doble propósito, se ha creído necesario, por una parte, simplificar en lo posible la tramitación y adoptar al mismo tiempo una serie de medidas encaminadas a hacer ineficaces los expedientes dilatorios a que apela la mala fe para retardar la solución de los pleitos; y por otra parte, dar a los magistrados mayor latitud en sus atribuciones a fin que puedan hacer sentir en mayor grado que hasta ahora su acción en la formación y marcha de los procesos. Confiados éstos a la sola iniciativa de las partes, se desvían a menudo de su verdadera marcha, resultando de allí que la acción de la justicia se hace más fatigosa y menos eficaz". 

En la misma dirección, se indica en el Mensaje de reforma al mismo cuerpo de leyes que "se amplían las atribuciones de los magistrados, que en numerosos casos, hasta podrán proceder de oficio; a los jueces se les saca de su rol pasivo de meros espectadores en la contienda judicial, para llevarlos al plano de personeros activos de la justicia, premunidos de las facultades necesarias para establecer, con pleno conocimiento de causa, la verdad jurídica que permita, fundada y rápidamente, dar a cada uno lo que es suyo".

Por tales fundamentaciones se contempla el desistimiento de la acción, el abandono del procedimiento, la posibilidad de declarar la nulidad de actos de procedimiento o de casar sentencias por el tribunal competente, los plazos fatales para realizar algunas actuaciones, audiencias de conciliación, etc.

Puede concluirse, en consecuencia, que actualmente el legislador ha hecho compatibles los principios de la pasividad y oficialidad, reglando el campo de acción de las partes y de los jueces.

Es así que, con este mismo espíritu, la Ley N° 18.705 estableció que el trámite de citación para oír sentencia en el juicio sumario queda entregado en su iniciativa en forma preminente al juez, al disponer que luego de vencido el término probatorio el tribunal, de inmediato, citará a las partes para oír sentencia" (artículo 687 del Código de Procedimiento Civil), eliminándose de esta forma la antigua referencia a que tal diligencia se dispondría a petición de parte de manera escrita o verbal. Igual predicamento adoptó el legislador, a través de la Ley N° 18.882, en el artículo 432 del Código citado.

SEPTIMO: Que en atención a lo expuesto y a que la demandante solicitó expresamente se recibiera la causa a prueba a fin de darle curso progresivo a los autos, y aun cuando no lo hubiera solicitado, debió el tribunal de propia iniciativa, recibir la causa a prueba; puesto que ni aun la falta de diligencia de la actora, es motivo para eximir al tribunal de dicha carga. Por consiguiente, en un juicio ordinario la carga de proseguir el juicio queda en manos del tribunal una vez que se rechaza la conciliación o no se efectúa el comparendo o en su caso, una vez cumplido el trámite de la dúplica.

En razón de todo lo dicho, la relación entre los artículos 152 y 318 del Código de Procedimiento Civil debió llevar a los magistrados a su aplicación armónica y lógica, a la luz de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 22 del Código Civil y en ningún caso a invocar la institución del abandono del procedimiento en circunstancias que, según el estado en que se encontraba la tramitación del proceso, el impulso procesal le correspondía, por imperativo legal, al juez.

Tal errónea aplicación de la ley ha tenido influencia substancial en lo dispositivo del fallo, al acogerse un incidente de abandono del procedimiento que debió ser desestimado, por lo que corresponde hacer lugar al recurso de casación interpuesto. 

Por estas consideraciones y visto, además, lo dispuesto en las normas legales citadas y en los artículos 764, 765, 767 y 805 del Código de Procedimiento Civil, se acoge el recurso de casación en el fondo deducido por la parte demandante en lo principal de la presentación de fojas 97 contra la sentencia de tres de septiembre de dos mil diez, escrita a fojas 96, la que es nula y se reemplaza por la que se dicta acto continuo, sin nueva vista, pero separadamente.

Regístrese. 

Redacción a cargo del Abogado Integrante señor Prieto.

Rol N° 8701-2010.
Pronunciado por la Tercera Sala de esta Corte Suprema, Integrada por los Ministros Sr. Sergio Muñoz G., Sr. Héctor Carreño S., Sra. Sonia Araneda B. y los Abogados Integrantes Sr. Jorge Lagos G. y Sr. Alfredo Prieto B. No firma, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la causa, la Ministro señora Araneda por haber cesado en sus funciones. Santiago, 17 de agosto de 2012. 

Autoriza la Ministra de Fe de la Excma. Corte Suprema.

En Santiago, a diecisiete de agosto de dos mil doce, notifiqué en Secretaria por el Estado Diario la resolución precedente.

